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Resolución 023/2026, de 10 de febrero, de la Titular del Órgano Administrativo 

de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal 

Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por el COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS VASCO-

NAVARRO, contra los pliegos del contrato “Asistencia técnica y consultoría 

para la redacción de la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de 

Eibar”, tramitado por el Ayuntamiento de Eibar.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 10 de octubre de 2025, se presentó en el registro del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi 

/ Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoa (en adelante, OARC/KEAO), el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por el COLEGIO OFICIAL DE ARQUITECTOS VASCO-

NAVARRO, contra los pliegos del contrato “Asistencia técnica y consultoría para la 

redacción de la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Eibar”, 

tramitado por el Ayuntamiento de Eibar.

SEGUNDO: El día 10 de octubre se remitió el recurso al poder adjudicador y se le 

solicitó, además de la copia del expediente de contratación, el informe al que se 

refiere el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 

del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 

de 2014 (en adelante, LCSP). La documentación se recibió el día 14 de octubre de 

2025.  
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TERCERO: Mediante la Resolución B-BN 017/2025, de 15 de octubre, este Órgano 

acordó la suspensión del procedimiento de adjudicación.

II.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO: Legitimación y representación 

Consta en el expediente la legitimación de la recurrente y la representación de 

J.M.G-P.A., que actúa en nombre y representación del COLEGIO OFICIAL DE 

ARQUITECTOS VASCO-NAVARRO.

SEGUNDO: Inclusión del contrato en el ámbito objetivo del recurso especial 

El artículo 44.1 a) de la LCSP prevé que son susceptibles de recurso especial en 

materia de contratación los contratos de servicios cuyo valor estimado supere los 

100.000 euros.

TERCERO: Impugnabilidad del acto 

El artículo 44.2 a) de la LCSP señala que podrán ser objeto de recurso los anuncios 

de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las 

condiciones que deban regir la contratación.

CUARTO: Interposición del recurso en tiempo y forma 

De conformidad con el artículo 50.1 LCSP el recurso ha sido interpuesto en tiempo 

y forma. 

QUINTO: Régimen jurídico del poder adjudicador

En cuanto al régimen jurídico aplicable, el Ayuntamiento de Eibar tiene la condición 

de poder adjudicador, y en concreto, de Administración Pública, según lo dispuesto 

en el artículo 3 de la LCSP.
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SEXTO: Motivos del recurso

El recurso se basa, en síntesis, en los siguientes argumentos:

a) El objeto del contrato licitado consiste en la contratación de servicios 

englobados dentro del ámbito del urbanismo. Al tratarse de un contrato de servicios 

de urbanismo, que la LCSP reconoce como de “carácter intelectual” (Disposición 

Adicional Cuadragésima Primera), deben aplicarse unas normas especiales y 

particulares en materia de criterios de adjudicación y los criterios relacionados con 

la calidad deben representar “al menos el 51% de la puntuación asignable en la valoración de 

las ofertas” según el artículo 145.4 de la LCSP, y en los pliegos objeto de recurso 

este extremo no se cumple.

b) Alega el recurrente que los pliegos exigen la acreditación de la solvencia 

económica o financiera mediante la declaración del volumen anual de negocio; pero 

la LCSP posibilita la acreditación de la solvencia económica o financiera mediante 

la presentación de Seguro de indemnización por riesgos profesionales; por lo que 

solicita la modificación  del apartado relativo a la solvencia económica o financiera 

para la inclusión como justificante de la misma el justificante de seguro de 

responsabilidad patrimonial.

c) Respecto a la solvencia técnica o profesional, el poder adjudicador requiere una 

relación de los principales servicios o trabajos realizados, y la incorporación de un 

coordinador de equipo que acredite la redacción de al menos tres documentos de 

planeamiento general de municipios de más de 15.000 habitantes. La recurrente 

considera que los criterios establecidos no son proporcionales pues combinan 

niveles de exigencia que conjuntamente afectan negativamente a la correcta 

concurrencia de la licitación. 

d) El COAVN solicita la modificación de los pliegos en el sentido solicitado, la 

anulación de la licitación, iniciándose otra nueva que recoja los criterios del recurso, 

y por último, la suspensión del procedimiento.
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SÉPTIMO: Alegaciones del poder adjudicador.

El poder adjudicador solicita que se estime el recurso en todos sus términos, 

declarando la nulidad de los pliegos impugnados y ordenando su modificación, 

finalmente, solicita también que se acuerde la suspensión del procedimiento.

OCTAVO: Apreciaciones del OARC/KEAO.

En resumen, la parte recurrente sostiene que el objeto del contrato licitado es la 

prestación de servicios enmarcados en el ámbito de la arquitectura y el urbanismo, 

caracterizados por su naturaleza intelectual conforme a lo dispuesto en la 

Disposición Adicional cuadragésima primera de la LCSP. Por ello, impugna la 

ponderación asignada a los criterios de adjudicación, al considerar que vulnera lo 

previsto en el artículo 145.4 LCSP y en la mencionada disposición adicional. 

Asimismo, solicita la modificación de los pliegos para que la acreditación de la 

solvencia económico-financiera pueda realizarse por vías alternativas y se revisen 

los umbrales establecidos para la solvencia técnica o profesional.

Según el informe del poder adjudicador de contestación al recurso, este debe ser 

estimado, ya que el órgano se adhiere plenamente a los argumentos expuestos por 

el recurrente. No obstante, como ya se ha expresado en reiteradas ocasiones (ver, 

por todas, la Resolución 22/2025 del OARC/KEAO), el hecho de que el 

Ayuntamiento de Eibar reconozca las alegaciones no supone un allanamiento que 

obligue a este Órgano a declarar concluso el procedimiento por aceptación de la 

pretensión del recurso (ver, por analogía, el artículo 75 de la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LCJA), ya que no 

constan los requisitos propios de esta figura (órgano competente, procedimiento, 

etc.) Consecuentemente, deben considerarse los argumentos del informe de 

respuesta al recurso como una alegación más de las que deben tenerse en cuenta 

por OARC/KEAO para la resolución de la impugnación.
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Los apartados de los pliegos relevantes para el análisis del recurso son, 

principalmente, los que a continuación se reproducen:

(…)
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(…)

(…)
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(…)

A la vista de los señalado y del resto de documentación que consta en el 

expediente, a continuación, se exponen las apreciaciones del OARC/KEAO sobre 

la viabilidad del recurso.

a) Sobre la ponderación de la oferta económica.

La alegación de que los pliegos infringen la obligación de que los criterios 

relacionados con la calidad deberán presentar al menos el 51% de la puntuación 

asignable en la valoración de las ofertas debe estimarse en base al siguiente 

argumento:

1) Los trabajos de redacción de proyecto de urbanización, redacción del Plan 

General de Ordenación Urbana (en adelante PGOU) como el que nos ocupa, 

así como los servicios de urbanismo y arquitectura tienen cabida en la 

Disposición Adicional cuadragésima primera, bajo el título Normas 

específicas de contratación pública de servicios de arquitectura, ingeniería, 

consultoría y urbanismo, que establece que se reconoce la naturaleza de 

prestaciones de carácter intelectual a los servicios de arquitectura, ingeniería, consultoría y 

urbanismo, con los efectos que se derivan de las prestaciones contenidas en esta Ley. 

Asimismo, el Tribunal Supremo (ver la sentencia del Tribunal Supremo de 

31 de marzo de 2025, recurso 366/2025, ECLI:ES:TS:2025:1435) establece 

que la LCSP no deja lugar a dudas al reconocer que los servicios de 

arquitectura tienen la consideración de “prestaciones de carácter intelectual” y que 

tal reconocimiento lo hace el precepto, específicamente, “con los efectos que se 

derivan de las prestaciones contenidas en esta Ley”, lo que implica que las 

especialidades que la LCSP contempla para los casos de prestaciones de 

carácter intelectual, son de aplicación cuando se contrata la prestación de 

servicios de arquitectura. Esta argumentación es plenamente aplicable a los 

servicios de urbanismo que también están incluidos en la DA 41ª.

2) Dado que el criterio relacionado con el precio supone el 50% de la 

ponderación de todos los criterios de adjudicación, los criterios de calidad no 
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alcanzan el peso relativo del 51%, requeridos en el artículo 145.4 de la LCSP 

en relación con la DA 41ª de la misma norma, por lo que el recurso debe 

estimarse. 

b) Sobre el criterio de solvencia económica.

El recurrente impugna la cláusula específica 18 del Pliego de Cláusulas 

Administrativas Particulares (en adelante PCAP) en lo que se refiere a la solvencia 

económica y financiera y solicita que la cláusula se sustituya por la acreditación de 

la solvencia mediante un justificante de la existencia de un seguro de 

responsabilidad civil por riesgos profesionales, o al menos por la posibilidad de 

acreditación alternativa por cualquiera de ambos medios.

Esta solicitud ya ha sido planteada anteriormente por el COAVN y desestimada por 

este OARC/KEAO en la Resolución 148/2021, cuyos argumentos jurídicos resultan 

plenamente aplicables al recurso que nos ocupa y en la que se manifestaba que la 

fijación de los requisitos mínimos de solvencia económica y de los medios que 

deben aportarse para acreditarla es competencia del poder adjudicador, la cual 

debe ejercerse con los límites propios de cualquier facultad discrecional. En primer 

lugar, debe respetarse su fondo parcialmente reglado, conformado en este caso 

especialmente por el mandato de vinculación al objeto y proporcionalidad al mismo 

(artículo 74.2 de la LCSP) y por lo establecido en los artículos 86 y 87 de la LCSP. 

Además, deben respetarse los principios generales de la contratación pública, 

especialmente el de igualdad de trato y no discriminación, de modo que la solvencia 

o los medios para acreditarla no se fijen de modo que se perjudique o beneficie sin 

razón proporcionada y adecuada a un operador económico o tipo de ellos. La 

alegación del COAVN no cuestiona que se haya traspasado ninguno de estos 

límites, y fundamenta su solicitud en que “…es práctica habitual para este tipo de servicios 

que el modo de acreditación de la solvencia económica se solicite mediante la presentación del 

correspondiente seguro de responsabilidad civil que pudieran producirse en el ejercicio de las 

funciones del técnico adjudicatario de la contratación”. Este motivo impugnatorio no puede 

prosperar, pues, además de lo indicado anteriormente, el artículo 87.1 de la LCSP 

establece que la elección de uno o varios de los medios de acreditación de la 
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solvencia económica y financiera a los que se refiere corresponde al órgano de 

contratación, sin que los operadores económicos puedan imponer los que se 

consideren más adecuados a su parecer. 

c) Sobre el criterio de solvencia técnica y profesional

Dos son los requisitos de solvencia impugnados: (i) el plazo en base al cual se debe 

acreditar la solvencia y (ii) el volumen de trabajos como números de solvencia 

exigidos. El análisis de estas alegaciones debe partir de la finalidad de los criterios 

de selección relativos a la solvencia técnica y profesional establecidos para 

participar en un procedimiento de adjudicación, que es el de asegurar que los 

licitadores gozan de las competencias técnicas y profesionales necesarias para 

ejecutar el contrato que se vaya a adjudicar respetando al mismo tiempo el principio 

de concurrencia,  no discriminación y de los requisitos que ha de satisfacer dichos 

criterios de solvencia, como son los de su vinculación al objeto del contrato y ser 

proporcional al mismo (artículo 74.2 de la LCSP).

c 1) Sobre el requisito del plazo en base al cual acreditar la solvencia.

La cláusula 18 del PCAP exige, como requisito de solvencia técnica y profesional, 

la relación de los principales servicios o trabajos realizados de igual o similar 

naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato en el curso de, como 

máximo, los tres últimos años. Se entenderá acreditado este requisito cuando el 

importe anual acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 

por ciento de la anualidad media del contrato, valor que subsidiariamente establece 

el artículo 90.2 de la LCSP para el caso de que el anuncio de licitación no 

establezca umbral. Si bien el recurrente en su escrito de alegaciones manifiesta 

que la inclusión de dicha cláusula afecta negativamente a la correcta concurrencia 

y solicita, a efectos de garantizar un nivel adecuado de competencia, la ampliación 

de al menos 10 años el periodo en el cual exigir la solvencia, no prueba que dicha 

cláusula vulnere ningún principio de proporcionalidad o concurrencia. A juicio de 

este Órgano, este requisito no puede considerarse desproporcionado, debe tenerse 

en cuenta que, en síntesis, el artículo 90.1. a) de la LCSP permite que la solvencia 
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técnica se pruebe mediante una relación de los principales servicios realizados de 

igual o similar naturaleza que el objeto del contrato en el curso de, como máximo, 

los tres últimos años. Llegados a este punto, no es reprochable por 

desproporcionado, ni puede entenderse discriminatorio, que se acredite un importe 

acumulado de 174.990,20 € en el año de mayor ejecución entre los tres últimos 

años. Consecuentemente, no cabe acceder a la petición de cambiar la opción que 

discrecionalmente ha elegido el poder adjudicador por la que prefiere el recurrente, 

que no tiene derecho a exigir que la configuración del contrato le sea favorable.

c 2) Sobre el requisito de acreditar el volumen de trabajos realizados.

En la cláusula 18 del PCAP citada en la letra c 1) anterior se incluye también la 

exigencia de solvencia técnica consistente en profesionales que hayan participado 

en la redacción de al menos tres documentos de planeamiento general de 

municipios de más de 15.000 habitantes. El recurrente manifiesta su 

disconformidad con la cláusula, solicita la disminución tanto del volumen de trabajos 

como número de habitantes, pero no prueba que dicho requisito vulnere la 

concurrencia. Este motivo de impugnación debe también desestimarse ya que no 

puede considerarse que ello sea una actuación desproporcionada o contraria a los 

principios de libre acceso e igualdad de trato; debe tenerse en cuenta que el objeto 

del contrato es precisamente la asistencia técnica y consultoría para la redacción 

de la revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Eibar, municipio con 

mayor número de habitantes que los solicitados en el Pliego. Por tanto, en el caso 

analizado, no resulta desproporcionado o discriminatorio centrar el requisito en el 

número de habitantes del municipio o el número de documentos del plan 

redactados, dado que parece razonable pensar que esta magnitud es un factor que 

puede incidir en la complejidad técnica de la prestación y en la capacidad técnica y 

organizativa que necesita el operador para ejecutar la prestación con garantías de 

éxito.

d) Conclusión
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La irregularidad señalada en la letra a) anterior supone la estimación del recurso y 

la anulación de los criterios de adjudicación, la cual supone, necesariamente, la 

cancelación del procedimiento de adjudicación según una reiterada doctrina (ver, 

por todas, la Resolución 177/2025 del OARC/KEAO y la sentencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea de 4 de diciembre de 2003, asunto C-448/1).

Por todo lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46.1 de la LCSP 

y en la Disposición Adicional Octava de la Ley 5/2010, de 23 de diciembre, por la 

que se aprueban los Presupuestos Generales de Comunidad Autónoma de Euskadi 

para el ejercicio 2011, la titular del Órgano Administrativo de Recursos 

Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi/Euskal Autonomia 

Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio Organoaren titularra:

RESUELVE

PRIMERO: Estimar parcialmente el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por el Colegio Oficial de Arquitectos Vasco Navarro-Euskal Herriko 

Arkitektoen Elkargo Ofiziala (en adelante COAVN) contra los pliegos del contrato 

“Asistencia técnica y consultoría para la redacción de la Revisión del Plan General 

de Ordenación Urbana de Eibar”, tramitado por el Ayuntamiento de Eibar, en el 

sentido de:

- Anular la ponderación de la oferta económica.

- Cancelar el procedimiento de adjudicación.

SEGUNDO: Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación.

TERCERO: Notificar este acuerdo a todos los interesados en este procedimiento.

CUARTO: De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57.4 LCSP, requerir al poder 

adjudicador para que dé cuenta a este Órgano de las medidas adoptadas para dar 

cumplimiento a la presente Resolución.
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QUINTO: Contra la presente resolución, ejecutiva en sus propios términos, sólo 

cabe la interposición de recurso contencioso-administrativo (artículo 44.1 Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LJ) en el 

plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la notificación de la misma 

(artículo 46.1 LJ), ante el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (artículo 10.1 

k) LJ), de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP.

Vitoria-Gasteiz, 2026ko otsailaren 10a

Vitoria-Gasteiz, 10 de febrero de 2026.


